
ace dos años la Comisión Mixta de Relacio-
nes con el Defensor del Pueblo sugirió al ti-
tular de esta Institución la elaboración de un

estudio monográfico sobre listas de espera en el con-
junto del Sistema Nacional de Salud (SNS).

Se decidió investigar la situación de las primeras
consultas, de determinadas pruebas diagnósticas
(TAC, RMN, ecografía y mamografía) y de las inter-
venciones quirúrgicas programadas de doce de los
procesos más frecuentes, todo ello en el ámbito de la
atención especializada.

El Defensor del Pueblo se dirigió a los Consejeros
responsables de la sanidad en cada una de las Comu-
nidades Autónomas y al Instituto Nacional de la Sa-
lud y les solicitó información relativa al número de
personas incluidas en las listas de espera y a los co-
rrespondientes tiempos de demora. La respuesta se
hizo esperar más de lo deseable y finalmente fue de
lo más variopinta: Andalucía y Cataluña sólo infor-
maron sobre lista de espera quirúrgica y tiempos de
espera; Castilla-La Mancha sólo sobre número de pa-
cientes incluidos sin hacer referencia a tiempos de
demora; la Comunidad Valenciana no facilitó ningu-
no de los indicadores solicitados y se limitó a detallar
algunas de las medidas implantadas para reducir los
tiempos de espera.

A la vista de ello, se optó por efectuar visitas pun-
tuales a 29 centros hospitalarios de servicios regiona-
les de salud que no habían remitido a tiempo el in-
forme solicitado o que habían remitido información
claramente insuficiente.

La mayor parte de las Comunidades Autónomas
confesó que los sistemas de información de que dis-
ponen no permiten conocer el alcance de las listas de
espera para consultas y pruebas diagnósticas. No exis-
ten entre ellas (ni siquiera dentro de ellas) criterios ho-
mogéneos en cuanto a la manera de efectuar los cóm-
putos, lo que impide realizar comparaciones que
permitan aproximarse a las causas que motivan las de-

moras. No es rara la práctica de agendas cerradas,
que se traducen en la existencia de pacientes (en oca-
siones durante un elevado número de meses) que no
tienen cita asignada para ser atendidos y que no figu-
ran, por tanto, en la lista de espera correspondiente.
Es evidente la desigualdad del nivel de participación
de la atención primaria en la gestión de las listas de
espera de la especializada. La priorización de los pa-
cientes en lista de espera quirúrgica se ciñe casi ex-
clusivamente a la antigüedad en la misma, sin tener
en cuenta otros criterios. En el conjunto del SNS no se
han establecido tiempos máximos de espera para con-
sultas externas ni para técnicas diagnósticas o terapéu-
ticas; en una minoría de servicios autonómicos de sa-
lud se han establecido unos máximos de demora para
procedimientos quirúrgicos programados.

El Defensor del Pueblo ha podido constatar la
existencia, en términos generales, de demoras clínica
y socialmente inaceptables.

Excepto en Asturias, Navarra, País Vasco y La Rio-
ja, en todas las comunidades autónomas existe un
importante número de pacientes en espera para pri-
mera consulta superior a seis meses (en ocasiones por
encima de un año), cuyo origen se encuentra en la
organización de los servicios y en los medios dispo-
nibles; en Cataluña este dato no ha sido cuantificado.

La demora para alguna técnica o prueba diagnósti-
ca concreta supera, en general, los seis meses (alcanza
a veces el año) en Andalucía, Aragón, Baleares, Casti-
lla-La Mancha, Castilla y León, Comunidad Valencia-
na, Extremadura, Galicia, Madrid y Murcia; en Catalu-
ña y Canarias se carece de información al respecto.

La espera para intervenciones quirúrgicas progra-
madas era superior a los seis meses en centros de to-
das las comunidades autónomas, salvo País Vasco, La
Rioja, Ceuta y Melilla; superaban el año en alguno
de los procedimientos quirúrgicos centros de Asturias,
Baleares, Canarias, Cantabria, Cataluña, Comunidad
Valenciana, Madrid y Murcia. Entre las comunidades
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autónomas con una mayor y significativa demora qui-
rúrgica en alguno de los procedimientos (varios años
en ciertos casos) destacan Canarias, Cataluña y Co-
munidad Valenciana.

Al final de su informe, el Defensor del Pueblo rea-
liza una serie de recomendaciones dirigidas a todos y
cada uno de los servicios regionales de salud que in-
tegran el SNS y al Consejo Interterritorial, órgano per-
manente de comunicación e información entre di-
chos servicios regionales y la administración estatal.
A juicio del Defensor del Pueblo, es necesario esta-
blecer un marco común en el SNS en todo lo relativo
a suprimir tiempos de espera clínica y socialmente
inaceptables en el conjunto del Estado, en aras a lo-
grar una atención sanitaria de calidad en un plano de
igualdad efectiva de todos los ciudadanos.

Propone que se adopten los criterios objetivos dise-
ñados por el grupo de expertos en materia de listas de
espera del Consejo Interterritorial. Ello implica la ho-
mogeneización de los registros de pacientes y del
cómputo, clasificación, medida de la espera y datos e
indicadores básicos en consultas externas, pruebas
diagnósticas e intervenciones quirúrgicas programadas.

Sugiere, además, que se adopten también los cri-
terios de dicho grupo de expertos en cuanto a coope-

ración entre atención primaria y especializada, plani-
ficación y gestión de agendas de citas, criterios de in-
clusión en el registro de consultas externas y pruebas
diagnósticas, atención de pacientes en centros alter-
nativos, criterios de salida y movimientos en los re-
gistros e información al paciente. En ese sentido con-
sidera básico que se definan criterios explícitos de
indicación clínica y que se establezcan pautas de
priorización de pacientes en lista de espera; también
que se garantice un adecuado seguimiento de los pa-
cientes incluidos en ella a fin de verificar posibles va-
riaciones imprevisibles en su evolución clínica y al
objeto de facilitar su depuración.

Invita a que, en colaboración con las sociedades
científicas, se establezcan plazos máximos de espera
en consultas externas, pruebas diagnósticas e inter-
venciones quirúrgicas programadas, superados los
cuales se garantizará a los ciudadanos la atención in-
mediata en un centro sanitario.

Por último, recomienda que se definan criterios
uniformes en relación con la información periódica
que se debe facilitar a un paciente concreto y a los
ciudadanos en general sobre patologías y tiempos de
espera en cada uno de los centros sanitarios del SNS.

Por nuestra parte sobran los comentarios.
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